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iv Resumen 

En el presente trabajo escrito se aborda lo relativo al proceso de paz desde la óptica de la 

implementación del mismo en un Estado de derecho que se rige por normas jurídicas 

imperativas, y en el cual la función de seguridad nacional recae en la fuerza pública y en forma 

especial en el ejército nacional. Se plantea cual debe ser la función que debe desempeñar el 

ejército nacional en virtud a sus competencias constitucionales y legales en lo relativo a lo 

pactado en la habana cubana sobre la justicia restaurativa aplicable a los actores del conflicto y el 

interrogante referente a que si resulta viable la disminución del pie de fuerza del ejército nacional 

en la etapa del posconflicto o por el contrario su fortalecimiento.  
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Conflicto armado, ejército, guerrilla, justicia restaurativa y posconflicto.  

  
 



 
1 Introducción 

Las negociaciones efectuadas por el gobierno de Colombia por más de cuatro años con las 

Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, ejército del pueblo FARC-EP, han concluido 

con la publicación y firma del acuerdo final para la paz.  

Este acuerdo plantea puntos transcendentales sobre el fin del conflicto armado interno en el 

Estado colombiano y la aplicación de una justicia restaurativa para los miembros de las FARC-

EP  y demás actores del conflicto combatientes o no combatientes, incluyendo también a 

miembros de la fuerza pública.  

Al interior de este trabajo escrito se abordan tres aspectos específicos e intrínsecamente 

relacionados con la función del ejército nacional en la implementación de los acuerdos de paz y 

en el posconflicto. En efecto se plantea en primer lugar la implementación de esos acuerdos en 

un Estado de derecho como lo es Colombia, seguidamente lo relativo al papel que debe 

desempeñar la fuerza pública y de forma especial el ejército nacional en el posconflicto y en la 

jurisdicción especial para la paz, por último si se debe optar por el fortalecimiento o diminución 

del pie de fuerza del ejército nacional durante el posconflicto.  

Esta investigación permite una metodología teórico-descriptiva, teniendo en cuenta que hasta 

el momento se encuentra estructurado un acuerdo final para la paz, que es en sí mismo un acto 

político que deberá ser incorporado al ordenamiento interno para que tenga fuerza vinculante, 

permitiendo describir esa realidad mediante un análisis teórico de lo finalmente acordado en los 

diálogos de paz.  

 

 

 



 
2 1. Implementación del acuerdo final para la paz en el Estado de derecho colombiano 

Desde su nacimiento en el año de 1964 las fuerzas armadas revolucionadas de Colombia, 

mejor conocidas como las FARC-EP, han sido combatidas militarmente por el Estado 

colombiano mediante una acción política-militar en contra de ese grupo insurgente, que con el 

pasar de los años ha marcado la cruda historia de conflicto más largo de América.  

Este movimiento guerrillero que dice revestir y conservar  los postulados marxistas y 

leninistas ha defendido sus ideologías izquierdistas, ocasionado la perturbación permanente del 

orden público nacional, como se puede vislumbrar por el accionar delincuencial que ha 

caracterizado a la guerrilla de la FARC y su largo prontuario delictivo en actos de terrorismos, 

homicidios, extorsiones, narcotráficos, secuestro de diligentes políticos, empresariales, personal 

de la fuerza pública y civiles, el desplazamiento sistemático de la población campesina y entre 

otros delitos contra el orden constitucional y legal del Estado. 

Esa así como se ha desencadenado un accionar criminal de este grupo guerrillero que conllevó 

a una situación de guerra interior que no ha podido ser controlada en su totalidad por los 

gobiernos de cada época. No obstante el  gobierno de turno propende por una salida concertada 

del conflicto armado, así lo expresó el presidente  actual de Colombia, el Doctor Juan Manuel 

Santos, en el mes de septiembre del 2012 cuando anunció el inicio de las conversaciones al 

manifestar que existe una posibilidad real de terminar con el conflicto, lo que hoy se concreta 

con la firma del acuerdo final de paz y la convocatoria que hizo el primer mandatario a refrendar 

el acuerdo final mediante el mecanismo de participación popular denominado plebiscito.  

Del anterior planteamiento del presidente Santos se deduce el optimismo del gobierno en 

alcanzar la paz en Colombia bajo el postulado que sea una paz estable y duradera, por lo cual se 

negoció una agenda polémica referente a seis puntos fundamentales: reforma agraria integral, 



 
3 participación política, narcotráfico y cultivos ilícitos, sometimiento a la justicia, reparación a 

víctimas, implementación, verificación y refrendación.  

Las conversaciones en la Habana Cuba tenían como objetivo concretar la firma del acuerdo 

final que condujera a un cese definitivo de las hostilidades, es decir, a la erradicación de motivos 

capaces en el futuro de provocar otra guerra interna con ese grupo insurgente, lo cual dio lugar a 

un cese definitivo bilateral a las acciones de combate tanto de la FARC-EP como de la fuerza 

pública colombiana.  

Ahora bien, el derecho fundamental a la paz debe ser un objetivo alcanzado por la democracia 

liberal de las organizaciones políticas vigentes. Díaz (2011), propugna: 

     La mejor definición de la democracia y que, como proceso siempre abierto, acompañada 

asimismo a su institucionalización en el Estado de derecho a lo largo de la historia: una 

participación en el tejido social; dos, participación en los resultados, medidos tanto en 

consecuencias más directamente económicas como en reconocimiento de derechos y 

libertades de muy diferente índole en una convivencia pacífica. (p. 207)  

Según lo citado del tratadista español, es la democracia participativa en un Estado social la 

que de cierta forma institucionaliza el Estado, es decir dentro del proceso de paz actualmente 

adelantado con la FARC se prevé la participación política de miembros de ese grupo insurgente, 

para ello se garantiza una de las bases defendidas por el jurista Elías Díaz que es pluralismo 

como la posibilidad de ejercicio de derechos por personas con ideologías contrarias u opuestas.   

Realizada la consideración anterior, se obtiene que el objetivo o logro principal sea la 

exterminación total del conflicto armado y no una llamada tregua momentánea que tan solo 

interrumpiría la confrontación militar pero no solucionaría de forma definitiva el conflicto.    



 
4 En este orden de ideas, uno de los puntos transcendentales del acuerdo final de paz es la 

posibilidad que ex integrantes del grupo guerrillero organicen partidos y movimientos políticos y 

tengan curules por derecho propio en el Congreso de la Republica. Esto se refiere a las medidas 

para promover el acceso al sistema político, sobre esto el Acuerdo final de paz (2016) señala: 

      La obtención y conservación de la personería jurídica de los partidos y movimientos políticos 

del requisito de la superación de un umbral en las elecciones de congreso y, en consecuencia, 

redefinir los requisitos para su constitución. Uno de estos será el del número de afiliados y 

afiliadas. (p.44) 

Se observa que lo pactado en el acuerdo cambia las reglas de participación política y 

desconoce en primera instancia los principios democráticos, puesto que los integrantes de la 

FARC-EP aunque no obtenga el número de votos necesarios, tendrán aseguradas curules en el 

Congreso y la garantía de que su partido o movimiento no perderá su personería jurídica. Con lo 

pactado en el acuerdo final de paz se les está reconociendo derechos subjetivos a los miembros 

guerrilleros, debido a que se les otorga la posibilidad de exigir al Estado en caso de que sean 

desconocidos sus derechos, “el cumplimiento de su deber y obtener la ejecución de una sanción 

por el órgano del Estado contra el infractor por medio de otra manifestación de voluntad dirigida 

en ese sentido a proteger los derechos subjetivos” (Acuerdo final de paz, 2016, p.45). 

Ahora bien, las conversaciones con las FARC surgen de un conflicto profundo y complejo en 

el que hay víctimas que les urge conocer la verdad, hay realidades sociales como la 

redistribución de la tierra para campesinos, la eventual reinserción y participación de los 

integrantes de la guerrilla en la vida política y la integración de los partidos políticos que 

garanticen la intervención que se pueda dar entorno a las condiciones adecuadas bajo el marco 

constitucional vigente.  En efecto, el Estado colombiano ha adoptado una posición garantista de 



 
5 proteger los intereses o derechos subjetivos de los integrantes de la FARC-EP, bajo el postulado 

o teoría en que “los derechos no existen de ningún modo para realizar la idea de voluntad 

jurídica abstracta; sirven, por el contrario, para garantizar los intereses de la vida, ayudar a sus 

necesidades y realizar sus fines” (Ihering, 1997, p. 317) . 

El acuerdo final de paz debe respetar el Estado de derecho como garantía de sometimiento de 

los ex guerrilleros a una justicia real. En efecto, el Estado derecho tiene unos componentes de 

sujeción de la actividad estatal a normas que garantizan el orden jurídico justo.  Valdés (2006) 

asegura que el Estado de derecho se identifica por: 

     1. La separación de funciones de los órganos del poder, 2. El ejercicio de la autoridad sobre 

las personas conforme a disposiciones conocidas y no retroactivas, 3. El respeto de los 

derechos y libertades individuales, 4. La reivindicación y tutela de los grupos sociales 

económicos débiles y 5. El desarrollo del pluralismo como instrumento de la sociedad para 

expandir sus prerrogativas y controlar los órganos del poder” (p. 61)  

Según lo anterior, el Estado de derecho posee la característica de estar compuesto por una 

serie de normas de obligatorio cumplimiento, siendo las normas penales imperativas y 

coercitivas. Lo cual conduce a plantear si el acuerdo final de paz respeta las garantías del Estado 

de derecho colombiano; siendo la respuesta un no, debido a que los integrantes de la FARC no se 

someterán a la justicia penal ordinaria tal como la conocemos, en su lugar se implementara una 

justicia restaurativa a través de unos tribunales de paz, que se encargaran investigar y juzgar a los 

agentes del conflicto armado, es decir,  no solo a la FACR, sino también a miembros de la fuerza 

pública y particulares que hayan incidido en la promoción de la guerra interna.  

La fuerza pública como ejercicio legitimado para la conservación de la convivencia pacífica, 

la defensa y seguridad nacional se encuentra lógicamente sometido en todas sus actuaciones al 



 
6 Estado de derecho, lo cual le da legitimidad a que sea las instituciones militares y de policía las 

únicas autorizadas por la constitución y la ley para portar armas con el fin de garantizar la 

protección de los bienes jurídicos tutelados a todas las personas. Es así que se requiere que los 

miembros desmovilizados de la FARC-EP se so metan al Estado de derecho como personal civil, 

“porque el derecho es precisamente un reglamento que mediante el gobierno de la conducta 

humana crea la convivencia de los hombres de un pueblo o nación” (Angarita, 1994, p.4).  

Una vez entre en vigencia el acuerdo final de paz, la FARC-EP se comprometió en dejar las 

armas de forma definitiva para integrarse a la vida civil y política de forma tal que le sea posible 

a los miembros de esta organización movilizarse libremente por el territorio nacional, una vez 

sea resulta la situación jurídica de fondo por la jurisdicción especial para la paz.  

La fuerza pública y en especial el ejército nacional deberán estar atentos con la 

implementación del acuerdo final y el posconflicto a que los miembros de la FARC-EP que se 

desmovilicen cumplan con el debido respeto al Estado de derecho y que el efectivamente la 

dejación de las armas por sea definitiva.   

 

2. La función del ejército nacional en la jurisdicción especial para la paz y el posconflicto 

En lo referente al sistema integral de verdad, justicia reparación y no repetición, resulta 

llamativo el punto 13 de la jurisdicción especial para la paz consagrado en el Acuerdo final de 

paz (2016):  

     Para acceder al tratamiento especial previsto en el componente de Justicia del SIVJRNR es 

necesario aportar verdad plena, reparar a las víctimas y garantizar la no repetición. Aportar 

verdad plena significa relatar, cuando se disponga de los elementos para ello, de manera 



 
7 exhaustiva y detallada las conductas cometidas y las circunstancias de su comisión, así como 

las informaciones necesarias y suficientes para atribuir responsabilidades. (p.130) 

Lo anterior resulta ser un punto inquietante teniendo en cuenta que los actores armados 

pueden relatar hechos falsos, distorsionados de la verdad, o atribuir responsabilidades a otros 

actores armados que se encuentren muerto; solamente con el fin de ser beneficiados de las 

amnistías e indultos. Es allí el papel fundamental que juega la jurisdicción especial para la paz, 

en verificar que los hechos que declaren los desmovilizados de la FARC-EP sean en realidad los 

hechos ciertos, pues de lo contrario sería la prolongación de impunidad y la no reparación a las 

víctimas.  

En esta medida es obligatorio respetar los derechos de las victimas dentro del marco 

constitucional del Estado social del Derecho. Corte Constitucional de Colombia (2014) resume 

esos derechos en:  

    1. El principio de dignidad humana (Art.1° CP), 2. El deber de las autoridades de proteger los 

derechos de todos los residentes en Colombia (Art. 2° CP), 3. Las garantías del debido 

proceso judicial y administrativo (art. 29, CP), 4. La cláusula general de responsabilidad del 

Estado por los daños antijurídicos que causen los servidores con dolo o culpa grave (art. 29, 

CP), 5. La consagración de los derechos de las víctimas como derechos de rango 

constitucional (Art. 250 núm. 6 y 7 CP), 6. La integración del bloque de constitucionalidad 

con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia (Art. 93 

CP), 7. El derecho a acceder a la justicia (art. 229 CP), 8. El Artículo Transitorio 66, (Artículo 

1 del Acto legislativo 01 del 31 de julio de 2012), que contempla el deber de adoptar 

instrumentos de justicia transicional que garanticen en el mayor nivel posible, los derechos de 

las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación y establece que en cualquier caso se 



 
8 aplicarán mecanismos de carácter extrajudicial para el esclarecimiento de la verdad y la 

reparación de las víctimas. (p. 43) 

En este punto juega una función vital el Ejército Nacional en la búsqueda del esclarecimiento 

de la verdad, puesto que esta institución ha sido actora en el conflicto armado interno, y podrá 

desmentir en algunos casos a miembros sometidos a la justicia restaurativa cuando se observe 

que están faltando a la verdad, y el Ejército Nacional conozca los hechos reales materia de 

investigación, estando en posibilidades de demostrar  la verdad real por diferentes medios de 

prueba como documentos, informes, actas, grabaciones, testimonios de  soldados, entre otros 

elementos probatorios que permitan contribuir a que se establezca la verdad verdadera.  

Una vez los integrantes de las FARC comiencen a movilizarse a las zonas de concentración a 

razón del fin del conflicto armado, y el sistemático proceso de dejación de armas con su 

correspondiente verificación por parte de las Naciones Unidas, se puede utilizar el término del 

posconflicto para referirse a la etapa posterior del conflicto armado. Pero sin lugar a dudas la 

fase de  posconflicto será paralela a la implementación de la justicia restaurativa, lo cual 

conducirá a que deba existir un compromiso ineludible con la justicia por parte de los actores del 

conflicto, así como de los magistrados que integren el tribunal para la paz, de los demás 

funcionarios que se nombren para conformarlo, al igual que de parte del Ejército Nacional, las 

víctimas y la comunidad en general, pues de lo contrario el posconflicto sería un fracaso y 

pasaría hacer un nuevo conflicto agravado por la inseguridad jurídica y descontrol del orden 

público.   

Del acuerdo de paz se infiere claramente el sentido y alcance que se le quiere otorgar al 

derecho internacional humanitario; en la medida que este es un manual de ética del combatiente 

del cual todos los pueblos y Estados del mundo están en la obligación irrenunciable de procurar 



 
9 su respeto y aplicación en todo tipo de guerra que surja llámese civil, militar, o política, internar 

o externa. Así mismo el derecho internacional humanitario según definición entregada por el  

Comité internacional de la cruz roja (2004)  

      Es un conjunto de normas que, por razones humanitarias, trata de limitar los efectos de los 

conflictos armados. Protege a las personas que no participan o que ya no participan en los 

combates y limita los medios y métodos de hacer la guerra. (p.7)  

Para el éxito de las negociaciones de la Habana Cuba, era necesaria la implementación de una 

justicia restaurativa de humanización de la guerra, en la reparación de la víctimas, en la fórmula 

de una paz que no genere impunidad, pues debido a que ninguna norma legal emanada del 

Congreso de la República puede generar liberación de los responsables por delitos de lesa 

humanidad por genocidios, desapariciones forzosas y demás especies que hacen parte a esta 

categoría de delitos.  

Por ningún motivo se pueden justificar las masacres, secuestros violaciones sistemáticas y 

demás actos atroces en un ordenamiento jurídico por medio de la expedición de una ley, debido a 

que no se puede construir un Estado pacífico y justo sobre el olvido de sus víctimas, de sus 

familias que repercute en sus memorias los acontecimientos trágicos y de ningún modo se 

obtendrá perdón y conciliación por la vía legislativa y de la justicia ordinaria.   

Ahora bien, es menester identificar al menos un concepto general del significado de la justicia 

restaurativa. Zehr (2007) indica:   

     Es un proceso dirigido a involucrar, dentro de lo posible, a todos los que tengan un interés en 

una ofensa particular, e identificar y atender colectivamente los daños, necesidades y 

obligaciones derivados de dicha ofensa, con el propósito de sanar y enmendar los daños de la 

mejor manera posible. (p.45) 



 
10 Es por ello que la justicia restaurativa era la llamada para implementarse en el proceso de 

sometimiento de los actores del conflicto armado colombiano a un tribunal de paz, bajo los 

principios, norma y procedimientos del derecho internacional humanitario y derechos humanos. 

Tanto es así que el punto 19 sobe el alcance y límite de las amnistías e indultos precisó que para 

efectos del Sistema integral de verdad, justica, reparación y no repetición “los marcos jurídicos 

de referencia incluyen principalmente el Derecho Internacional en materia de derechos humanos 

(DIDH) y el Derecho Internacional Humanitario (DIH)” (Acuerdo Final de paz, 2016, p 133).  

Teniendo claro que el proceso de sometimiento de los actores del conflicto será mediante la 

justicia restaurativa, corresponde abordar el papel que desempeñara la fuerza pública y la 

situación de está en la etapa del posconflicto. Es de precisar que el artículo 216 de la 

Constitución Política determina que la fuerza pública está “integrada en forma exclusiva por las 

Fuerzas Militares y la Policía Nacional” (Constitución Política, 1991, p.235). Así mismo el 

artículo 217 determina que las fuerzas militares la conforman el ejercicito, la armada, y la fuerza 

aérea.  

En este orden de ideas, es el Ejército Nacional quien tiene como principal misión garantizar el 

orden público en todo el territorio nacional, lo cual conlleva a que sea esta la institución que ha 

combatido militarmente a la FARC-EP durante más de 50 años y si bien es cierto ha mostrado 

resultados eficientes en esa lucha armada, no es menos cierto que ese conflicto ha generado 

pérdidas importantes en hombres combatientes, que también se han convertido en víctimas 

palpables, como por ejemplo los soldados que han perdido extremidades del cuerpo al transitar 

por campos minados por las FARC-EP, al igual que el perjuicio o daño psicológico que general 

el conflicto armado en las familias de las víctimas.  



 
11 El acuerdo final de paz plantea un periodo de transición del conflicto armado a un estado de 

cese definitivo de combates militares, debido a que la fuerza pública entraría a garantizar la 

protección de los ex integrantes de la FARC-EP, esto indica que el ejército nacional asegurara y 

deberá velar por la vida, bienes, horna y demás derechos y libertades de aquellos que durante un 

largo periodo de la historia militar colombiana fueron sus adversarios.   

Ahora bien, la acción del Estado colombiano se concentrara en cumplir y ejecutar la hoja de 

ruta acordada con la FARC-EP, en lo relativo a los planes y programas de inversión social en el 

campo, la reforma agraria, la función de la tierra rural, la restitución de tierra, entre otros 

compromisos similares que en adelante deberán ser el enfoque principal de las políticas públicas 

del Estado y sus regiones. Entiendo como política pública “acción organizada, encaminada al 

logro de objetivos de interés común” (Ocampo, 2004, p.171). 

Por su parte como ya se ha dicho la fuerza pública y de forma específica el Ejército Nacional 

tienen un papel fundamental en la consecución de los procesos de investigación y juzgamiento 

que se inicien y desarrollen en la ejecución de la jurisdicción especial para la paz. En efecto, le 

corresponde al Ejército Nacional contribuir a la construcción de la memoria histórica del 

conflicto. El sistema integral para la justicia, la verdad, la reparación y no repetición debe 

garantizar la participación de los miembros de la fuerza pública que puedan aportar pruebas a los 

procesos que se ventilen en esa jurisdicción para la paz. Igualmente se les debe garantizar el 

debido proceso, el derecho a defensa y demás garantías constitucionales a los miembros de la 

fuerza pública que sean investigados por la jurisdicción especial para la paz.  

  



 
12 3. Acción pública de fortalecimiento del Ejército Nacional durante el posconflicto 

 
De lo expuesto hasta el momento surge un nuevo interrogante consistente en que si ¿se debe 

hacer una disminución del pie de fuerza del ejército a partir del posconflicto?, antes que nada se 

debe determinar que es el posconflicto, pues a manera general se sabe que es la etapa 

subsiguiente al conflicto armado interno.  

     Período de tiempo que sigue a la superación total o parcial de los conflictos armados. Puede 

entenderse como un concepto de un único atributo: la reducción del número de homicidios 

relacionados con el conflicto por debajo de un umbral determinado, que le otorga o le niega el 

estatus de conflicto activo. (Universidad del Rosario, 2016 p.2) 

El postconflicto específicamente dentro del marco del proceso actual de paz, significa el 

cumplimiento de lo acordado por el gobierno nacional y la FARC-EP, cubre igualmente una 

agenda legislativa en la cual se deberán expedir leyes que posibiliten la implementación 

adecuada de lo pactado en la Habana Cuba, y eventualmente hasta el punto de llegar a una 

convocatoria de una asamblea nacional constituyente, debido a que la implementación de los 

acuerdos requieren de reformas constitucionales profundas en temas de  participación política, 

administración de justicia,  sistema de seguridad social y trabajo, régimen agrario, políticas 

económicas y financieras, entre otras.  

Evidenciándose que la acción pública estatal en los años próximos se deberá fortalecer en el 

componente de inversión social. Salta la duda si la acción militar del Estado debe ser menguada 

o reducida para destinar los recursos a otras actividades y servicios públicos.  

Corresponde en este punto hacer la reflexión que la FARC-EP no son la única organización 

criminal que ha combatido militarmente y policialmente el Estado, sino que también se encuentra 

el ejército de liberación nacional ELN, que en los últimos años ha mostrado un endurecimiento 



 
13 en su accionar terrorista, al igual que las vertientes de grupos paramilitares que surgieron 

posterior a la desmovilización de integrantes de las Auto defensas Unidas de Colombia AUC. A 

esto se le suma las organizaciones urbanas criminales, así como los delincuentes individuales que 

representan en gran mayoría la inseguridad que hoy en día se percibe en las ciudades capitales de 

departamentos.  

 La lógica razonable conlleva a plantear que la acción militar del Ejercicito Nacional y del 

resto de instituciones de la fuerza pública se debe concentrar ahora en combatir con más 

precisión y efectividad a los grupos insurgentes que no se sumen al acuerdo final de paz, al igual 

que contribuir con el combate a la inseguridad en perímetros urbanos de las ciudades capitales y 

cabeceras municipales.  

Sin lugar a dudas el ente investigador del Estado colombiano conserva sus facultades 

constitucionales y legales dentro del periodo del postconflicto, es decir, no se modifica la 

obligación de perseguir el delito.  

     Está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal y a realizar la investigación de los 

hechos que revistan las características de un delito y que lleguen a su conocimiento por medio 

de denuncia, querella, petición especial, o de oficio, siempre y cuando medien suficientes 

motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo. (Fiscalía 

General de la Nación, 2013, p.61) 

     Se requiere ese medida de la colaboración armónica del Ejercito Nacional para que la Fiscalía 

logre ejercer la acción penal ante la justicia ordinaria en aquellos casos en que sean excluidos 

desmovilizados de la FARC-EP de la jurisdicción especial para la paz por incumplimiento a los 

deberes y obligaciones pactados.  



 
14      En efecto, el pie de fuerza o hombres alistados en las filas militares no debe ser reducidos 

por el gobierno nacional, la acción militar debe concentrarse en garantizar la vida, bienes, honra 

y demás derechos y libertades de los ciudadanos, incluidos los miembros de los partidos y 

movimientos políticos que conformen  los ex integrantes de la FARC-EP, debido a que el 

acuerdo final de paz no debe verse como la solución ultima a todos los problemas de Colombia, 

sino apenas como una de las tantas respuestas estatales a los problemas que históricamente han 

aquejado a la sociedad colombiana. 

Durante la etapa del posconflicto la fuerza pública y especial el Ejército Nacional deben estar 

atento a combatir cualquier actividad ilícita que de forma aislada desmovilizados miembros de la 

FARC-EP  persistan en seguir delinquiendo ya sea de forma individual o colectiva, cercenando 

los compromiso adquiridos por sus representantes en la Habana Cuba. Es allí donde se debe 

considerar el papel estratégico que deberá asumir el Ejército Nacional para neutralizar a los 

individuos que no se sometan a la justicia restaurativa y de esta forma garantizar un posconflicto 

en el que perdure una paz estable y duradera.  

El fortalecimiento y profesionalismo del soldado del Ejército Nacional será fundamental para 

el éxito del posconflicto. Se requiere que el personal de todos niveles jerárquicos de la fuerza 

pública sea capacitado y conozcan los acuerdos finales, principalmente en los procedimientos de 

la jurisdicción especial para la paz, el proceso de dejación de arma y el fin del conflicto.  

No se puede dar un respaldado popular si se llegare a formular por el gobierno nacional un 

planteamiento o iniciativa que promueva el desmonte sistemático miembros del Ejército 

Nacional, por el contrario el fortalecimiento deberá ser mayor, y la respuesta contundente de la 

fuerza pública en el combate de delitos de impacto como el narcotráfico, minería ilegal, 

contrabando, daño ambiental entre otros que se presentan con mayor frecuencia en zonas rurales. 



 
15 Eso delitos deberán ser reducidos por la contundente acción militar gracias a la mayor 

capacidad de hombres para hacer frente a las conductas criminales de otros grupos armados y a 

la delincuencia ejercida por organizaciones, grupos o personas distintos a la FARC-EP 

Durante el posconflicto la fuerza pública tiene que demostrar mayor eficacia en los resultados 

de acción militar y policial ya que su actividad de fuerza será concentrada a otros problemas de 

inseguridad que afronta el país. El cese definitivo de hostilidades guerrilleras a la población civil 

conducirá a que el Ejército Nacional canalice su actuación en las otras necesidades de las 

comunidades, principalmente en la seguridad ciudadana, en mejorar la percepción y confianza 

que el personal civil tiene en la fuerza pública.  

La participación política de los miembros de la FARC-EP no debe ser vista como una 

amenaza contra la fuerza pública, puesto que conforme al acuerdo final de paz, se respetó la 

organización del ejercicio del poder público, es decir, no hubo un cambio o transición de 

régimen político-económico o estructura del Estado. Con esto sigue siendo la constitución quien 

“designa, de un lado, los individuos a quienes corresponderá la adopción de las decisiones, 

fijando su competencia y las modalidades del ejercicio de sus funciones; y, de otro lado, los 

procedimientos según los cuales serán designadas las autoridades públicas” (Naranjo, 2002, 

p.349). Es decir, no puede haber mutación alguna sobre este presupuesto constitucional.  

La crítica en el punto de participación política que se le puede efectuar a lo pactado en la 

Habana Cuba es la referente a que los puestos públicos o curules sean entregadas a dedo o por 

derecho propio, sin que los postulados o eventuales candidatos a cargos de elección popular por 

los movimientos o grupos políticos de los ex miembros de la FARC-EP, se ganen u obtengan el 

cargo público de forma democrática mediante el ejercicio ciudadano del voto libre e informado.  



 
16 Aun así de la imperfección de lo concretado en el acuerdo final para la paz en la relación a 

la participación política de la FARC-EP, se debe exaltar el hecho a que ese grupo rebelde haya 

decidido hacer política sin armas. Es un gran logro democrático que deberá ir perfeccionándose a 

la medida que avance el posconflicto en el sentido que los ex integrantes de la FARC-EP que 

pretendan ocupar cargo públicos comprendan que “los miembros de la sociedad deben tener la 

oportunidad exclusiva de decidir cómo y si, así lo eligen, que asuntos deben ser incorporados en 

la agenda pública” (Dahl, 2006, p.49).  Esto indica que nunca deberá ser a través de las armas 

como se pretenda imponer una determinada filosofía política, ideológica o partidista.  

  



 
17 Conclusión 

El acuerdo final de paz alcanzado en la Habana Cuba no debe ser entendido como el 

sometimiento pleno de la FARC-EP a la justicia tal como la conocemos; sino que es la 

aceptación que hace ese grupo de la existencia de un Estado de derecho donde prima una 

constitución nacional y un conjunto de normas de obligatorio cumplimiento.  

La justicia no debe ser comprendida como la pena o castigo al que es condenada una persona, 

sino como la reparación integral que se pueda hacer a la víctima. Desde el aspecto teórico del 

acuerdo final de paz se obtiene que quedo diseñado un procedimiento de justicia restaurativa que 

consiste básicamente en la investigación y juzgamiento de los actores del conflicto, teniendo del 

deber de decir la verdad sobre los hechos y reparar las víctimas para poder ser beneficiarios de la 

amistáis e indultos que otorgue el Estado.  

Se debe precisar en este punto que la justicia restaurativa que se pretende implementar con el 

acuerdo final de paz responde a los principios, normas y procedimientos establecidos en el 

derecho internacional humanitario y los pactos y convenciones sobre derechos humanos que son 

integrados al ordenamiento jurídico interno por medio del bloque de constitucionalidad.  

Ahora bien, el ejército nacional ha cumplido una función primordial durante los más de 50 

años de conflicto interno con la FARC-EP, pero deberá seguir desempeñando un papel 

trascendental en la aplicación de los acuerdos finales de paz y de forma particular en la 

jurisdicción especial para la paz.   

Lo anterior debido a que el ejército nacional ha sido actor del conflicto armado desde el 

ámbito de la legalidad, permitiendo que conozca y tenga documentado hechos terroristas, como 

ataques sistemáticos a la población civil, desaparición forzada de personas, secuestros, masacres 

entro otros actos de guerra. El ejército nacional deberá velar por la verdad en las actuaciones a 



 
18 que se vean sometidos los ex miembros de la FARC-EP y demás actores combatientes y no 

combatientes, contribuyendo con el establecimiento de la verdad mediante los medios 

probatorios que haya obtenido a lo largo del conflicto armado interno con la guerrilla.  

La función del ejército nacional también se nota necesaria durante la etapa del posconflicto en 

la medida en que, entraran a proteger a los miembros desmovilizados de la FARC-EP que hayan 

dejado las armas y se reincorporen a la vida civil. En efecto en adelante el ejército nacional está 

en la obligación de garantizar el goce efectivo de los derechos y libertades reconocidos en la 

Carta Política a los que durante décadas fueron sus adversarios.  

La acción militar del ejército nacional no debe ser reducida, es decir, no se debe disminuir el 

pie de fuerza. Por el contrario el gobierno nacional está llamado a fortalecer la institución para 

continuar combatiendo a otros grupos insurgentes que no se adhieran al acuerdo final de paz, al 

igual que a la delincuencia organizada y el delito en general que afecte bienes jurídicos.  

El ejército nacional debe estar atento a que los miembros desmovilizados de la FARC-EP se 

ciñan a los puntos y protocolos pactado en acuerdo final de paz, en el caso de ser necesario el 

ejército nacional en pleno ejercicio de sus facultades constitucionales y legales deberá intervenir 

cuando se observe situaciones irregulares en las cuales ex miembros de la guerrilla continúen 

delinquiendo, debido a que esos miembros de la FARC-EP perderían el beneficio de la justicia 

restaurativa y pasarían hacer juzgado por la justicia ordinaria.   

Por último, la reflexión final consiste en que se debe capacitar al personal de las fuerza 

pública de todos los rangos en los procedimientos y normas que rigen conforme al acuerdo final 

en especial en lo concerniente para la jurisdicción especial para la paz y el posconflicto.  
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